
TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL/ Improsperidad, decisión de imponer carga procesal al actor popular para que gestione la notificación de los demandados no es caprichosa o arbitraria 

“En cambio no se estructura ninguno de los específicos, porque la exigencia que le hace el Juzgado de notificar a la entidad demandada no se advierte caprichosa, arbitraria o desproporcionada. Más bien, atiende la interpretación sana de que el actor popular tiene unas cargas mínimas qué cumplir respecto de sus demandas, como esta, de contribuir con la notificación al particular accionado. Entre otras cosas, porque si lo que pide es que utilice la vía del correo electrónico, en los términos del Código General del Proceso, si es que no se requiriera una reglamentación para ello, también es de su cuenta suministrarlo, dado que en los anexos de las demandadas tampoco anuncia que aporte certificado alguno que lo contenga.”
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Acta N° 82 de febrero 17 de 2016
Decide la Sala las acciones de tutela señaladas, propuestas por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de esta ciudad, a la que fueron vinculados la Defensoría del Pueblo y el agente del Ministerio Público. 
ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, actuando en su propio nombre, presentó acción de tutela contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito local,  por la presunta violación de los derechos “al debido proceso, igualdad y la debida administración de justicia.”
Narró, en resumen, que presentó sendas acciones populares ante el despacho accionado, que se hallan radicadas a los números “2015-406”, “2015-428”, “2015-420” y “2015-431” y nunca ha sido notificada a la entidad demandada por parte del a quo, pese a que es su obligación como se lo imponen los artículos 5, 22 y 84 de la Ley 472 de 1998.
Pidió, por tanto, el amparo de los derechos reclamados y que se ordene a la funcionaria accionada que de manera inmediata proceda a notificar a los demandados en sus acciones populares, sin dilación alguna y se abstenga en situaciones futuras de dilatar sus acciones de raigambre constitucional; que se escanee copia de su tutela y del fallo a su correo; se le brinden copias físicas de todo lo actuado y se tramite su acción contra la Defensoría del Pueblo de Caldasque se niega a impetrar acciones de tutela a su nombre.

Se dispuso dar trámite a la petición con la vinculación de la Defensoría del Pueblo y del agente del Ministerio Público, y se corrió traslado por el término de 2 días  para que se ejerciera el derecho de defensa, a la vez que se solicitaron copias de lo actuado dentro del expediente de que se dio cuenta en la presente acción. Se pronunció la Procuradora Regional de Risaralda y advirtió que su papel en la acción popular es proteger los derechos colectivos en juego. El despacho judicial demandado, remitió las copias solicitadas.

  



Se procede a resolver, con apoyo en las siguientes:

CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

   



Se acude en esta oportunidad en procura de los derechos fundamentales “al debido proceso, igualdad y debida administración de justicia”, bajo la premisa de una mora judicial, ante la imposición de una carga que no le corresponde asumir al actor popular, relacionada con la notificación del auto admisorio de la demanda de acción popular a la entidad demandada.

   



Reiteradamente se ha dicho que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, en la sentencia T-021 de 2014, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a que (i) el asunto tenga relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que la irregularidad procesal tenga incidencia en la decisión de fondo; (v) que los hechos hayan sido cuestionados dentro del proceso; y (vi) que el fallo censurado no sea de tutela.

   



Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental, y (iv) fáctico; así como en (v) el error inducido, (vi) la decisión sin motivación; (vii) la violación directa de la Constitución; y (viii) el desconocimiento de precedentes.     
  



En estricto sentido, se puede concluir que se satisfacen los requisitos generales, dado que el asunto tiene arraigo constitucional, su bien se pide la protección del derecho al debido proceso; el accionante interpuso los recursos debidos contra el auto que ordenó la notificación del auto que admitió la acción popular en los términos del Código de Procedimiento Civil, lo que indica, de una vez, que la cuestión ha sido debatida dentro del proceso; las providencias atacadas son relativamente recientes; si lo dicho por el actor se aceptara, incidiría en el trámite de las acciones populares; y, por último, no se trata de una acción contra una decisión en tutela. 

    



En cambio no se estructura ninguno de los específicos, porque la exigencia que le hace el Juzgado de notificar a la entidad demandada no se advierte caprichosa, arbitraria o desproporcionada. Más bien, atiende la interpretación sana de que el actor popular tiene unas cargas mínimas qué cumplir respecto de sus demandas, como esta, de contribuir con la notificación al particular accionado. Entre otras cosas, porque si lo que pide es que utilice la vía del correo electrónico, en los términos del Código General del Proceso, si es que no se requiriera una reglamentación para ello, también es de su cuenta suministrarlo, dado que en los anexos de las demandadas tampoco anuncia que aporte certificado alguno que lo contenga. 

   


 
Ya en otras oportunidades se ha dicho con insistencia lo mismo y, sin embargo, persiste el demandante en su intención de congestionar los despachos judiciales innecesariamente, cuando en múltiples ocasiones se han tomado determinaciones similares a esta, que consultan, además, lo dicho por la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia
, el Consejo de Estado
 y esta Sala
. 
   



En cuanto a las “pretensiones” de que se escanee su tutela y se remita copia del fallo a su correo electrónico, se tiene que de todo lo actuado se le envía copia al correo electrónico suministrado para recibir notificaciones personales; de otro lado, se autorizará, a su costa, la expedición de copia de todos los folios que componen esta actuación.

    



En lo que atañe a la insistente petición de que tramite tutela contra la Defensoría del Pueblo de Caldas, se tiene que (i) el libelo no está dirigido en su contra, sino del Juzgado Cuarto Civil del Circuito local; (ii) los hechos no vinculan a esa entidad, pues no fue ante ella que se promovieron las acciones populares cuyo impulso pretendía; (iii) el demandante tiene expedita la vía para acudir directamente a la ciudad de Manizales para formular la acción de tutela, que no debería ser más que una, contra la Defensoría del Pueblo, previa indicación clara al juez competente de las razones por las cuales debe procederse en su contra; (iv) estima la Sala que debe desterrarse la idea del demandante de que todos los jueces del país, pero particularmente los del eje cafetero, debemos atender cada una de sus amañadas peticiones, para suplir las cargas mínimas que a él le incumben y que no cumple, producto de lo cual se viene generando una parálisis en los despachos judiciales, y no solo en ellos, sino que, de rebote, también se trastornan las actividades de otras dependencias, como la Procuraduría, la Defensoría del Pueblo, las Alcaldías, entre otras. 

DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, NIEGA el amparo impetrado por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de esta ciudad, en las citadas acciones de tutela, a las que fueron vinculados la Defensoría del Pueblo y el agente del Ministerio Público. 

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

 



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS   
      DUBERNEY GRISALES HERRERA
     






      En uso de permiso
� Sentencia C-543-92


� Sentencia del 3 de marzo de 2011, radicado 11001-22-03-000-2011-00029-01, M.P. Arturo Soilarte Rodríguez. 


� Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, sentencia del 19 de noviembre de 2009, radicado 41001-23-31-000-2004-011 ((AP), C.P. María Claudia Rojas Lasso. 


� Sentencias del 19 de marzo y del 13 de mayo de 2015, radicados 2015-00067-00 y 2015-00133-00, M.P. Duberney Grisales Herrera. También, sentencia del 8 de octubre de 2015, radicado 66001-22-13-000-2015-00547-00, M.P. Jaime Alberto Saraza Naranjo. 
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